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N° 3170 

Fuente: Gaceta Digital de la Imprenta Nacional 

Gaceta N° 101 Viernes 31-05-19 

CLIC EN LETRAS O NÚMEROS EN CELESTE PARA ABRIR 

ALCANCE DIGITAL N° 121 31-05-2019  

Alcance con firma digital (ctrl+clic) 

REGLAMENTOS  

MUNICIPALIDADES 

MUNICIPALIDAD DE MORAVIA 

REGLAMENTO DEL CONCEJO MUNICIPAL DE MORAVIA 

LA GACETA  

Gaceta con Firma digital (ctrl+clic)  

PODER LEGISLATIVO 

ACUERDOS 

DEFENSORÍA DE LOS HABITANTES DE LA REPÚBLICA 

ACUERDO N° 2223 

CON BASE EN EL INFORME TÉCNICO N° RH-05-2019 DEL 02 DE MAYO DEL 2019, EMITIDO POR 
EL DEPARTAMENTO DE RECURSOS HUMANOS DE LA DEFENSORÍA DE LOS HABITANTES, 
ESTABLECE COMO TABLA DE PREDICTORES Y PONDERACIONES PARA SER APLICADA EN LOS 
CONCURSOS PÚBLICOS 

PODER EJECUTIVO 

https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2019/05/31/ALCA121_31_05_2019.pdf
https://www.imprentanacional.go.cr/pub/2019/05/31/COMP_31_05_2019.pdf
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ACUERDOS 

MINISTERIO DE HACIENDA 

ACUERDO N° DM-0056-2019. 

FORMALIZAR EL NOMBRAMIENTO DEL LIC. ÓLGER PEREIRA CAMACHO, COMO ABOGADO DE 
PLANTA DEL DEPARTAMENTO DE COBRO JUDICIAL DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE HACIENDA. 

 MINISTERIO DE COMERCIO EXTERIOR 
 

DOCUMENTOS VARIOS 
 

 GOBERNACION Y POLICIA   

 HACIENDA 

 AGRICULTURA Y GANADERIA   

 EDUCACION PUBLICA 

 JUSTICIA Y PAZ 

 AMBIENTE Y ENERGIA 

 

TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES 

 

 EDICTOS 

 AVISOS 

CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA  

 AVISOS 

CONTRATACION ADMINISTRATIVA 

 LICITACIONES 

 ADJUDICACIONES 

 VARIACION DE PARAMETROS 

 NOTIFICACIONES 

INSTITUCIONES DESCENTRALIZADAS 

 UNIVERSIDAD DE COSTA RICA 

 PATRONATO NACIONAL DE LA INFANCIA 

REGIMEN MUNICIPAL 

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
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 MUNICIPALIDAD DE MONTES DE OCA  

 MUNICIPALIDAD DE TURRIALBA  

AVISOS 

 CONVOCATORIAS        
 AVISOS 

 

NOTIFICACIONES 

 

 JUSTICIA Y PAZ 

 JUNTA DE PROTECCION SOCIAL 

 MUNICIPALIDADES 

  

 

BOLETÍN JUDICIAL 

 
 

Boletín con Firma digital (ctrl+clic) 

 

SECRETARÍA GENERAL 

SE REPRODUCE POR ERROR 
CIRCULAR N° 40-2019 

ASUNTO: PROCEDIMIENTO PARA LA ADMINISTRACIÓN DE BITÁCORAS DE LOS SISTEMAS DEL 
PODER JUDICIAL 

SE REPRODUCE POR ERROR 
 

EN LOS LINEAMIENTOS ADJUNTOS 
CIRCULAR N° 48-19 

ASUNTO: LINEAMIENTOS SOBRE SEGURIDAD DE LA INFORMACIÓN. 

CIRCULAR Nº 57-2019 

ASUNTO: OBLIGACIÓN DE LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS Y OFICINAS EN GENERAL, 
DE REMITIR INFORMACIÓN CERTERA AL ARCHIVO JUDICIAL. 

CIRCULAR Nº 59-2019 

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/
https://www.imprentanacional.go.cr/pub-boletin/2019/05/bol_31_05_2019.pdf
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ASUNTO:   REITERACIÓN DE LA CIRCULAR N° 148-16 “NUEVOS FORMULARIOS QUE 
SE DEBEN UTILIZAR PARA RENDIR LOS “INFORMES DE FIN DE GESTIÓN”. 

CIRCULAR Nº 60-2019 

ASUNTO: LISTA DE SERVIDORES Y SERVIDORAS DEL INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS (INS) 
AUTORIZADOS A REVISAR EXPEDIENTES JUDICIALES. 

CIRCULAR N° 61-2019 

ASUNTO: ADDENDUM AL PROTOCOLO DE IMPLEMENTACIÓN DE JUSTICIA RESTAURATIVA EN 
MATERIA PENAL. 

CIRCULAR N° 63-2019 

ASUNTO: SE DEJA SIN EFECTO LA CIRCULAR N° 21-2017 REFERENTE AL “TRÁMITE A SEGUIR 
POR LAS AUTORIDADES JUDICIALES DE TRÁNSITO, PARA LOS VEHÍCULOS QUE SERÁN 
SOMETIDOS AL PROCEDIMIENTO DE DONACIÓN AL COSEVI.” 

CIRCULAR N° 65-2019 

ASUNTO: HERRAMIENTA TECNOLÓGICA A TRAVÉS DE LA CUAL DEBEN DE REALIZAR LOS 
TRÁMITES ATINENTES A LA DESIGNACIÓN Y LLAMAMIENTO DE LOS Y LAS JUECES SUPLENTES 
DEL PAÍS. 

CIRCULAR N° 66-2019 

ASUNTO: SOBRE LOS EXPEDIENTES DE CAUSAS PENALES DONDE EXISTA DUDA SOBRE LA 
IDENTIDAD DEL IMPUTADO O EXISTA UNA POSIBLE “SUPLANTACIÓN DE IDENTIDAD.” 

CIRCULAR N° 67-2019 

ASUNTO: REGLAS MÍNIMAS PARA LA APLICACIÓN DEL PRIMER PÁRRAFO DEL NUMERAL 7 DE 
LA LEY DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS INDÍGENAS DE COSTA RICA 

CIRCULAR N° 68-2019 

ASUNTO: REITERACIÓN DE LA CIRCULAR N° 126-18 DEL 25 DE SETIEMBRE DEL 2018, SOBRE 
EL “USO OBLIGATORIO DEL SISTEMA DE ASISTENCIA ELECTRÓNICA INSTITUCIONAL (SAEI)”, EN 
LOS EDIFICIOS DE TRIBUNALES DE HEREDIA, SAN RAMÓN, GRECIA, ALAJUELA, SAN CARLOS, 
TURRIALBA Y CARTAGO”. 

CIRCULAR N° 69-2019 
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ASUNTO: MODIFICACIÓN DE LA CIRCULAR N° 133-2013 SOBRE “COLABORACIÓN A LAS 
SERVIDORAS Y SERVIDORES DEL PROCESO DE ACCIDENTES DE LA DIRECCIÓN DE SERVICIOS 
GENERALES Y TRANSPORTES DEL MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES”. 

CIRCULAR N° 71-2019 

ASUNTO: REITERACIÓN DE LAS RESPONSABILIDADES QUE TIENEN LAS JEFATURAS CON 
PERSONAL EN TELETRABAJO. 

CIRCULAR N° 72-2019 

ASUNTO: REGLAMENTO DENOMINADO “REGULACIÓN PARA LA PREVENCIÓN, 
IDENTIFICACIÓN Y LA GESTIÓN ADECUADA DE LOS CONFLICTOS DE INTERÉS EN EL PODER 
JUDICIAL.” 

CIRCULAR Nº 73-2019 

ASUNTO: MEJORAS EN LOS SISTEMAS PARA IDENTIFICACIÓN DE CASOS DE CRIMEN 
ORGANIZADO 

SALA CONSTITUCIONAL 

 

ASUNTO: ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 
 

A LOS TRIBUNALES Y AUTORIDADES DE LA REPÚBLICA 
HACE SABER: 

 
TERCERA PUBLICACIÓN 

 
Para los efectos de los artículos 88 párrafo segundo y 90 párrafo primero de la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional, que en la acción de inconstitucionalidad que se tramita con 
el N° 16-017965-0007-CO promovida por José Alberto Martín Alfaro Jiménez, Natalia Díaz 
Quintana, Otto Claudio Guevara Guth contra los artículos 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 10 y 11 del 
Acuerdo del Consejo Universitario de la Universidad de Costa Rica, aprobado en la 
sesión Nº 3784-01 de 26 de junio de 1991, denominado “Regulaciones del Régimen Salarial 
Académico de la Universidad de Costa Rica”, publicado en el Alcance a La Gaceta 
Universitaria Nº 5-91 de 19 de agosto de 1991, por estimarlos contrarios a lo dispuesto en 
los artículos 11, 33, 46, 50, 57, 68, 176 y 191 de la Constitución Política, así como de los 
principios de razonabilidad, proporcionalidad, legalidad, igualdad, no discriminación y 
equilibrio presupuestario, se ha dictado el voto número 2019-006935 de las once horas y 
cuarenta minutos de veinticuatro de abril de dos mil diecinueve, que literalmente dice:  
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« Se declara por mayoría con lugar la acción únicamente en relación con el artículo 11 de 
las “Regulaciones del Régimen Salarial Académico de la Universidad de Costa Rica”. En 
consecuencia, se anula el artículo 11 de las “Regulaciones del Régimen Salarial 
Académico de la Universidad de Costa Rica”, publicadas en el Alcance a La Gaceta 
Universitaria Nº 5-91 de 19 de agosto de1991. Esta sentencia tiene efectos declarativos 
y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos 
adquiridos de buena fe. Se rechaza de plano la acción respecto de los artículos 4 y 13 de 
las Regulaciones del Régimen Salarial Académico de la Universidad de Costa Rica. En lo 
demás, se declara sin lugar la acción. El Magistrado Rueda Leal salva parcialmente el voto 
y declara también inconstitucional el ordinal 10 de las “Regulaciones del Régimen Salarial 
Académico de la Universidad de Costa Rica”, por tratarse del pago de una anualidad que 
no está vinculado al rendimiento del funcionario, sino únicamente al transcurso del 
tiempo. Comuníquese este pronunciamiento a la Universidad de Costa Rica. Reséñese 
este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en 
el Boletín Judicial. Notifíquese.» 

 

Se hace saber que la anulación, inconstitucionalidad o eliminación indicada, rige a partir del 
momento que se indica en la parte dispositiva del voto. 
San José, 02 de mayo del 2019. 
                                                                              Vernor Perera León, 
                                                                                     Secretario a. í. 
O.C. N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019343977 ). 
 

Para los efectos del artículo 90 párrafo primero de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, que 
en la Acción de Inconstitucionalidad que se tramita con el número 17-010464-0007-CO 
promovida por Jorge Luis Sanarrucia Aragon contra los artículos 11, 55, 56, 75, 76, 93, 94, 95, 
96, 103, 106, 109 y 110 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Compañía Nacional de 
Fuerza y Luz, Sociedad Anónima, por estimarlos contrarios a los artículos 11, 33 y 46 de la 
Constitución Política, así como los principios de igualdad, especialidad, legalidad y 
razonabilidad y proporcionalidad, se ha dictado el voto número 2019-008127 de las once 
horas y cuarenta minutos del ocho de mayo de dos mil diecinueve, que literalmente dice: «Por 
mayoría, se declara sin lugar la acción. Los magistrados Castillo Víquez y Rueda Leal dan 
razones diferentes en cuanto a los artículos 11, 56, 93, 95, 103, 106, 110. El Magistrado Castillo 
Víquez da razones diferentes en cuanto a los artículos 55, 75 y 76. Los Magistrados Castillo 
Víquez y Rueda Leal salvan el voto y declaran inconstitucionales los artículos 94 y 98 así como 
la frase “mediante la entrega de un bien de utilidad personal” del artículo 109. El Magistrado 
Rueda Leal además declara inconstitucionales los artículos 55, 75 y 76. Los Magistrados 
Castillo Víquez y Salazar Alvarado ponen notas separadas.» 
San José, 16 de mayo del 2019. 
 

                                                                    Vernor Perera León 
                                                                          Secretario a. í. 
 

O. C. N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019344629 ). 
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De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dentro 
de la acción de inconstitucionalidad número 19-006337-0007-CO que promueve Corporación 
Nacional de Transportes Conatra Sociedad Anónima, se ha dictado la resolución que 
literalmente dice: «Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las nueve 
horas y trece minutos de dieciséis de mayo de dos mil diecinueve. /Se da curso a la acción de 
inconstitucionalidad interpuesta por Carlos Asdrúbal Quesada Bermúdez, mayor, casado, 
empresario, cédula de identidad N° 1-357-498, vecino de Barrio Rohrmoser, en su condición 
de representante judicial y extrajudicial, con facultades de apoderado generalísimo sin límite 
de suma de Corporación Nacional de Transportes Conatra Sociedad Anónima, para que se 
declare inconstitucional el artículo 31, inciso b) punto 1), de la Ley Reguladora Transporte 
Remunerado Personas Vehículos Automotores N° 3503 del 10 de mayo de 1995 y sus 
reformas. Esto, por estimarlo contrario al principio constitucional de razonabilidad, a la 
libertad de contratación y el principio de equilibrio financiero del contrato y a los intereses 
económicos de los usuarios (artículo 46 de la Constitución Política). La norma impugnada 
dispone: “Artículo 31(*). (...) Las tarifas podrán ser revisadas de las siguientes formas: (...) b) 
Por gestión del concesionario o permisionario, quien deberá demostrar lo siguiente: 1.-Que 
la estructura de costos de la fijación tarifaria vigente ha variado de modo tal que se altere en 
más de un cinco por ciento (5%) el equilibrio económico del servicio, lo que le impide cumplir 
con sus obligaciones contractuales y recuperar la inversión y su razonable beneficio. (…)” 
Se confiere audiencia por quince días al Procurador General de la República y al Regulador 
General de los Servicios Públicos. La norma se impugna en cuanto, en criterio del accionante, 
la exigencia contenida en esta sobre que se requiere una variación de al menos el 5% en el 
equilibrio económico del servicio para que proceda un ajuste tarifario, quedó derogada de 
manera tácita por el artículo 31 de la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos 
(ARESEP) N° 7593, el cual reconoce el moderno concepto de equilibrio financiero del contrato. 
Manifiesta que existe un trato discriminatorio, toda vez que el porcentaje de 5% solo se exige 
en las rutas sectoriales, mientras en las nacionales los aumentos y las rebajas 
se conceden aunque solo alcancen el 1%. Por otra parte, expone que el artículo 31 de la 
Ley N° 3503 tuvo sentido mientras el Ministerio de Obras Públicas y Transportes era quien 
fijaba las tarifas del transporte público, modalidad autobuses. Sin embargo, cuando tal 
competencia pasó a manos de la ARESEP, estima lógico concluir que los principios tarifarios y 
la respectiva metodología establecidos en la Ley N° 7593, serían aplicables desde ese 
momento a todos los prestadores de los servicios públicos objeto de regulación por parte de 
la ARESEP. Considera que no puede subsistir una categoría de prestadores de servicios 
públicos con un régimen tarifario diferente al de los demás concesionarios sometidos a la 
regulación de la ARESEP, ya que unos y otros, al final de cuentas, son prestadores de servicios 
públicos, por lo que deben estar sujetos a los mismos principios y regulaciones en materia de 
fijación de tarifas. En este caso concreto, estima que todos los prestatarios de servicios 
públicos se encuentran en la misma situación de hecho, por lo que deben recibir igual trato. 
En otros términos, las tarifas de todos los servicios públicos deben ser fijadas por la ARESEP 
conforme a los principios y metodología establecidos en la Ley N° 7593. En su criterio, a partir 
de la entrada en vigor del artículo 5 de la Ley N° 7593 sólo existe un régimen tarifario en el 
transporte remunerado de personas. La Ley N°7593 es una ley especial y no dispuso límite 



8 

 

 
Dirección: San José, Avenidas 2 y 6, calle 13, Internet Http://www.pgr.go.cr  

Apdo. 78-1003 La Corte. Teléfono 2243-8400, faxes 2233-7010, 2255-0997, 2222-5335 

porcentual mínimo para la procedencia de un aumento tarifario. Señala que no existe 
fundamento científico, técnico ni lógico para establecer el porcentaje del 5% contenido en el 
artículo 31 de la Ley N° 3503, que es una limitación para que los operadores del servicio 
público de transporte accedan a una tarifa de equilibrio. De otra parte, estima que el artículo 
impugnado lesiona el principio constitucional de razonabilidad. Explica que la Ley N° 3503 fue 
promulgada en 1966, cuando la estabilidad de la moneda y la nula inflación de entonces 
hacían que cualquier pequeño cambio en los costos de las empresas prestatarias del servicio 
no produjera un rompimiento del equilibrio financiero de las concesiones. Actualmente, sin 
embargo, cambios de poca monta en los costos de operación de las empresas transportistas 
inciden sobre el equilibrio financiero de las concesiones, lo que hace necesario el respectivo 
reajuste tarifario. Expone que la ARESEP le denegó a CONATRA S. A. un ajuste tarifario porque 
el resultado del cálculo correspondiente alcanzó un 4.36%. Aduce que la denegatoria del 
ajuste significa una lesión económica, que causa graves problemas financieros a la empresa. 
Considera que actualmente resulta ilógico esperar que el desequilibrio del servicio alcance un 
5%, primero porque ese porcentaje en relación con la tarifa implica necesariamente un 
reajuste elevado lo que perjudica a los usuarios y, en segundo lugar, coloca a los empresarios 
de transportes en una situación económica difícil. Asimismo, reclama que la norma 
impugnada viola un contenido esencial del derecho a la contratación. Acusa que el numeral 
31, inciso b) punto 1), de la Ley N° 3503 viola el equilibrio financiero del contrato, por cuanto 
impide que el concesionario del transporte remunerado de personas en la modalidad 
de autobuses, pueda reajustar su tarifa cuando sus costos de operación sufran un 
desequilibrio. La norma impugnada solo permite el reajuste tarifario cuando el desequilibrio 
de sus costos alcanza al menos el 5%, lo cual requiere un largo periodo para que ocurra en la 
actualidad. En el ínterin el empresario de transportes ve crecer sus costos sin recibir nuevos 
ingresos, lo que termina convirtiendo su operación en altamente deficitaria. Finalmente, alega 
que la norma aquí impugnada viola el derecho a la protección de los intereses económicos de 
los consumidores. Aduce que la norma en cuestión va en detrimento no solo del empresario, 
sino sobre todo del usuario, quien con frecuencia se ve obligado a pagar altos incrementos en 
la tarifa porque la norma impugnada impide que el costo del servicio se actualice conforme a 
la realidad económica cotidiana de la empresa. Al postergarse injustificadamente cada 
reajuste tarifario resulta bastante oneroso para los usuarios. Afirma que la norma impugnada 
afecta los intereses económicos de los usuarios, dado que incide directamente sobre el precio 
del servicio remunerado de personas en la modalidad de autobuses. Esta acción se admite por 
reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 
a 79. La legitimación del accionante proviene del párrafo primero del artículo 75 de la Ley de 
la Jurisdicción Constitucional. El asunto previo es el expediente de conocimiento N° 16-
002510-1027-CA, que es proceso interpuesto por Corporación Nacional de 
Transportes Conatra S. A. contra la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, el cual se 
encuentra en trámite. Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en el Boletín Judicial 
sobre la interposición de la acción. Efectos jurídicos de la interposición de la acción: Se 
recuerdan los términos de los artículos 81 y 82 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional que 
disponen lo siguiente “Artículo 81. Si el Presidente considerare cumplidos los requisitos de 
que se ha hecho mérito, conferirá audiencia a la Procuraduría General de la República y a la 
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contraparte que figure en el asunto principal, por un plazo de quince días, a fin de que 
manifiesten lo que estimen conveniente. Al mismo tiempo dispondrá enviar nota al tribunal 
u órgano que conozca del asunto, para que no dicte la resolución final antes de que la Sala se 
haya pronunciado sobre la acción, y ordenará que se publique un aviso en el Boletín Judicial, 
por tres veces consecutivas, haciendo saber a los tribunales y a los órganos que agotan la vía 
administrativa que esa demanda ha sido establecida, a efecto de que en los procesos o 
procedimientos en que se discuta la aplicación de la ley, decreto, disposición, acuerdo o 
resolución, tampoco se dicte resolución final mientras la Sala no haya hecho el 
pronunciamiento del caso. Si la acción fuere planteada por el Procurador General de la 
República, la audiencia se le dará a la persona que figure como parte contraria en el asunto 
principal.”, “Artículo 82. En los procesos en trámite no se suspenderá ninguna etapa diferente 
a la de dictar la resolución final, salvo que la acción de inconstitucionalidad se refiera a normas 
que deban aplicarse durante la tramitación.”. Dentro de los quince días posteriores a la 
primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes figuren como partes en 
asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en los que se discuta la 
aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de coadyuvar en cuanto a su 
procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los motivos de inconstitucionalidad 
en relación con el asunto que les interese. Se hace saber además, que de conformidad con los 
artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y conforme lo ha resuelto en forma 
reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta publicación no 
suspende la vigencia de la norma en general, sino únicamente su aplicación en los casos y 
condiciones señaladas. Notifíquese./Fernando Castillo Víquez, Presidente a. í./. 
San José, 16 de mayo del 2019. 
 

                                                                               Vernor Perera León 
                                                                                     Secretario a. í. 
 

O. C. N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019344630 ). 

 

 

 

 

 

 

 

 


